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                                                                         Concepto 5601


Bogotá, D.C., 15 de julio de 2013
Señores

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D.

Ref.:
Demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 9º  (parcial) de la Ley 610 de 2000, “Por la cual se establece el trámite de los procesos de responsabilidad fiscal de competencia de las contralorías”.

Actor: Luis Carlos Zamora Reyes. 




Magistrado Ponente: Gabriel Eduardo Mendoza Martelo 




Expediente D-9607




Concepto 5601
De conformidad con lo dispuesto en los artículos 242, numeral 2 y 278, numeral 5 de la Constitución Política, procedo a rendir concepto en relación con la demanda que, en ejercicio de la acción pública consagrada en los artículos 40, numeral 6º y 242, numeral 1 de la Carta, instauró el ciudadano LUIS CARLOS ZAMORA REYES contra el artículo 9º (parcial) de la Ley 610 de 2000, “Por la cual se establece el trámite de los procesos de responsabilidad fiscal de competencia de las contralorías”, cuyo texto es el siguiente, subrayándose lo demandado:
LEY 610 DE 2000

(Agosto 15)

Por la cual se establece el trámite de los procesos de responsabilidad fiscal de competencia de las contralorías.

EL CONGRESO DE COLOMBIA

DECRETA:

TITULO I
(…)

Artículo 9°. Caducidad y prescripción. La acción fiscal caducará si transcurridos cinco (5) años desde la ocurrencia del hecho generador del daño al patrimonio público, no se ha proferido auto de apertura del proceso de responsabilidad fiscal. Este término empezará a contarse para los hechos o actos instantáneos desde el día de su realización, y para los complejos, de tracto sucesivo, de carácter permanente o continuado desde el del último hecho o acto. La responsabilidad fiscal prescribirá en cinco (5) años, contados a partir del auto de apertura del proceso de responsabilidad fiscal, si dentro de dicho término no se ha dictado providencia en firme que la declare. El vencimiento de los términos establecidos en el presente artículo no impedirá que cuando se trate de hechos punibles, se pueda obtener la reparación de la totalidad del detrimento y demás perjuicios que haya sufrido la administración, a través de la acción civil en el proceso penal, que podrá ser ejercida por la contraloría correspondiente o por la respectiva entidad pública. 

1.  Planteamiento de la demanda
Para el ciudadano Luis Carlos Zamora Reyes, los apartes acusados del artículo 9º de la Ley 610 de 2000 vulneran lo dispuesto en los artículos 2º, 13, 21 y 29 de la Constitución Política.  Aduce que “… al ampliar de una forma desmedida el tiempo en el cual las contralorías puedan fallar, se atenta contra el derecho de los servidores públicos o de los particulares encartados en un proceso de responsabilidad fiscal a una pronta resolución de su caso, en contra de su derecho a obtener pronta y debida justicia, así ella sea administrativa”, y por ello piensa que es inadecuado e injustificado para el proceso de responsabilidad fiscal disfrazar un hecho con una ampliación desmedida de tiempo en que la administración puede fallar en forma definitiva un proceso.

2. Problema jurídico

Al Ministerio Público le corresponde determinar si las expresiones acusadas contenidas en el artículo 9º de la Ley 610 de 2000, al disponer que la acción fiscal caducará si transcurridos cinco (5) años desde la ocurrencia del hecho generador del daño al patrimonio público, no se ha proferido auto de apertura del proceso de responsabilidad fiscal, vulnera los artículos 2º, 13, 21 y 29 Superior.

3. Análisis jurídico

El demandante enuncia el desconocimiento de los artículos 2º, 13, 21 y 29 de la Constitución Política, sin que desarrolle si quiera un solo argumento que justifique el señalamiento de una posible vulneración sobre la constitucionalidad de la expresión demandada.  En ese sentido, incumple con los requisitos para presentar una demanda de acuerdo con el artículo 2º, numeral 3º del Decreto 2067 de 1991 y con la jurisprudencia constitucional que ha establecido que debe contener una exposición clara, cierta, específica, pertinente y suficiente de las razones por las cuales el demandante considera que el contenido de la disposición constitucional es desconocido por una disposición legal impugnada.

En el caso sub examine el Magistrado Ponente, por medio del Auto del 9 de mayo de 2013, inadmite la demanda, advirtiendo que el actor planteó un problema de interpretación subjetiva de la ley, sin lograr demostrar un problema de inconstitucionaldad en sí mismo. En el mismo auto le conceden tres días al accionante para que corrija su demanda, “en lo relacionado con la presentación de los cargos de inconstitucionalidad contra las disposiciones acusadas”, por cuanto no cumple con los requisitos jurisprudenciales de claridad, certeza, especificidad y pertinencia exigidos para la debida estructuración de los cargos de inconstitucionalidad.

Posteriormente, la Corte admite la demanda mediante el Auto de fecha 31 de mayo de 2013, señalando que el accionante modificó los apartes acusados del artículo 9º de la Ley 610 de 2000, y complementó los cargos de inconstitucionalidad por desconocimiento a los artículos 2º, 13, 21 y 29 de la Constitución Política. La Procuraduría advierte que en ninguno de los casos el accionante cumple con el concepto de violación. 

En efecto, el demandante no confronta el contenido normativo de los apartes acusados con las disposiciones superiores supuestamente desconocidas, solamente afirma que “el término para fallar sea aquel de la prescripción establecido en el artículo 9º de la Ley 610 de 2000, es decir de cinco (5) años contados a partir de la ocurrencia del hecho generador del daño al patrimonio público, y no de un máximo de diez (10) años como quedó de acuerdo con la norma parcialmente demandada, al introducir de manera equivocada e injustificada el fenómeno de la caducidad de la acción”, sin dar las razones por las cuales se consideran vulnerados.  En otras palabras, el demandante no cumple con la carga argumentativa con la que debe demostrar la inconstitucionalidad de la expresión que señala: “Caducidad” y “La acción fiscal caducará si transcurridos cinco (5) años desde la ocurrencia del hecho generador del daño al patrimonio público, no se ha proferido auto de apertura del proceso de responsabilidad fiscal”, pues como lo ha señalado la Corte Constitucional en la sentencia C-1052 de 2001, “[N]o basta, pues, con que el demandante se limite a transcribir la norma constitucional o a recordar su contenido”.
 

En todo caso, si la Corte no considera procedente la anterior consideración y por el contrario revisa de fondo la expresión acusada, el Ministerio Público le solicita declarar exequible lo demandado.
Para tal efecto, es del caso mencionar que la Constitución Política reconoce al legislador un amplio margen de configuración para regular las formas propias de cada proceso, etapas, términos y el establecimiento de instituciones procesales como la caducidad de la acción fiscal. La caducidad establecida en este caso para los procesos de responsabilidad fiscal que adelantan las Contralorías de  oficio o cuando lo solicitan las entidades o en los eventos en que los ciudadanos presenten denuncias o quejas, en donde se observa existe en primer lugar un término expreso, término de referencia que constituye seguridad jurídica y en general garantía procesal para todas las partes, tanto para quienes denuncian como para los implicados, además para quienes inician y adelantan tales procesos.

De esta manera considera el Ministerio Público que los fines pretendidos por la regulación demandada, como es el establecimiento de la caducidad para la acción fiscal y el término para la misma, resultan razonables para determinar y posibilitar la acción fiscal, el derecho de defensa y el debido proceso en un proceso como el de responsabilidad fiscal que es una actividad complementaria de la función de control y vigilancia de la gestión fiscal que le corresponde ejercer a la Contraloría General de la República y a las contralorías del orden departamental, municipal y distrital.

Es del caso mencionar que en lo relativo a la caducidad de la acción fiscal, en lo que atañe al término máximo dentro del cual el proceso de responsabilidad fiscal puede ser iniciado,  la Corte Constitucional ya ha precisado que esta institución jurídica procesal constituye una garantía para la efectividad de los principios de la seguridad jurídica y la prevalencia del interés general.   Sobre el particular, en la sentencia T-1159 de 2001, la Corte se refiere a unos hechos en donde la Contraloría adelantó un juicio de responsabilidad fiscal en el cual había operado el fenómeno de la caducidad de la acción fiscal bajo la vigencia de la Ley 42 de 1993,  y sobre el tema, afirmó:
 (…)

“3.2  De la caducidad de la acción fiscal

“1- El fenómeno jurídico de la caducidad surge como consecuencia de la inactividad de los interesados para obtener por los medios jurídicos, la defensa y protección de los derechos afectados por un acto, hecho, omisión u operación administrativa, dentro de los términos fijados en la ley. 

“La ocurrencia de la caducidad de una acción implica, por consiguiente, la extinción del derecho a la acción por la expiración del término fijado en la ley para ejercer la respectiva acción. Plazo que constituye una garantía para la efectividad de los principios constitucionales de la seguridad jurídica y de la prevalencia del interés general.

“Al respecto, la Corte Constitucional en la sentencia C-165 de 1993, MP. Dr. Carlos Gaviria Díaz, señaló que el no ejercicio de la acción dentro de los términos señalados por las leyes procesales, constituye omisión en el cumplimiento de las obligaciones constitucionales del ciudadano. Dijo la Corporación que “su incumplimiento, o lo que es lo mismo, su no ejercicio dentro de los términos señalados por las leyes procesales -con plena observancia de las garantías constitucionales que integran el debido proceso y que aseguran plenas y amplias posibilidades de ejercitar el derecho de defensa-, constituye omisión en el cumplimiento de sus obligaciones de naturaleza constitucional y, por ende, acarrea para el Estado la imposibilidad jurídica de continuar ofreciéndole mayores recursos y oportunidades, ante la inactividad del titular del derecho en reclamar el ejercicio que le corresponde”.

En el citado fallo, respecto de la expedición de la Ley 610 de 2000 mediante la cual se establece el trámite integral para los procesos de responsabilidad fiscal, señaló:

(…) 

1. Desarrollo legislativo sobre la materia

El Congreso de la República expidió la Ley 610 de 2000, por medio de la cual se estableció el trámite de los procesos de responsabilidad fiscal de competencia de las contralorías. En esta nueva normativa, a diferencia de la Ley 42 de 1993, sí se estableció expresamente, un término de caducidad de la acción fiscal.

En el artículo 9 se señala claramente que “la acción fiscal caducará si transcurridos cinco (5) años desde la ocurrencia del hecho generador del daño al patrimonio público, no se ha proferido auto de apertura del proceso de responsabilidad fiscal. Este término empezará a contarse para los hechos o actos instantáneos desde el día de su realización, y para los complejos, de tracto sucesivo, de carácter permanente o continuado desde la del último hecho o acto.” (Negrilla y subraya fuera del texto original).

La reciente ley respetó el pronunciamiento que en su momento hiciera esta Corporación, en el sentido de que sí existía un término de caducidad para la acción fiscal,
 e igualmente confirmó el criterio que estableció el momento a partir del cual debía comenzar a contabilizarse el término para que operara la caducidad de la acción fiscal, modificando únicamente el plazo de caducidad de dicha acción, ampliándolo a cinco (5) años.

Finalmente, debe indicarse que la misma Ley 610 de 2000, en su artículo 67 señaló:

“Artículo 67. Actuaciones en trámite. En los procesos de responsabilidad fiscal, que al entrar en vigencia la presente ley, se hubiere proferido auto de apertura a juicio fiscal o se encuentren en la etapa de juicio fiscal, continuarán su trámite hasta el fallo definitivo de conformidad con el procedimiento regulado por la Ley 42 de 1993. En los demás procesos, el trámite se adecuará a lo previsto en la presente ley.

“En todo caso, los términos que hubieren empezado a correr y las actuaciones y diligencias que ya estuvieren en curso, se regirán por la ley vigente”.

La Corte Constitucional en otra sentencia, en la C-985 de 2010, también se refirió a la caducidad, considerándola como un instrumento “que promueve que el trámite procesal de las acciones judiciales se surtan dentro de períodos de tiempos razonables y sin dilación injustificadas” añadiendo que generaba consecuencias “a aquellas personas que de manera deliberada o negligente dejan de hacer uso de su derecho de acción”.  

Dentro de esa perspectiva, la norma parcialmente demandada no desconoce la Constitución, como lo sugiere el actor, pues la caducidad y el término establecido para iniciar la acción fiscal constituyen una institución jurídico procesal para determinar la responsabilidad de los servidores públicos y de los particulares cuando, en el ejercicio de la gestión fiscal,  causen -por acción u omisión y en forma dolosa o culposa- un daño al patrimonio del Estado, trámite durante el cual debe cumplir con las garantías del debido proceso
.

4. Conclusión

En mérito de lo expuesto, el Ministerio Público solicita a la Corte Constitucional INHIBIRSE para pronunciarse de fondo sobre la presente demanda, por cuanto adolece de vicios sustanciales de conformidad con los requisitos que debe cumplir una demanda de inconstitucionalidad,  o SUBSIDIARIAMENTE declarar la EXEQUIBILIDAD de la expresión “Caducidad” y “La acción fiscal caducará si transcurridos cinco (5) años desde la ocurrencia del hecho generador del daño al patrimonio público, no se ha proferido auto de apertura del proceso de responsabilidad fiscal”, contenida en el artículo 9º de la Ley 610 de 2000, por los aspectos aquí analizados.

De los señores Magistrados,

ALEJANDRO ORDÓÑEZ MALDONADO

Procurador General de la Nación

GMR/NROA
� Ver sentencia C-046 de 1994, M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz.


� "[l]a norma del artículo 29 de la Constitución es aplicable al proceso de responsabilidad fiscal, en cuanto a la observancia de las siguientes garantías sustanciales y procesales: legalidad, juez natural o legal (autoridad administrativa competente), favorabilidad, presunción de inocencia, derecho de defensa, (derecho a ser oído y a intervenir en el proceso, directamente o a través de abogado, a presentar y controvertir pruebas, a oponer la nulidad de las autoridades con violación del debido proceso, y a interponer recursos contra la decisión condenatoria), debido proceso público sin dilaciones injustificadas, y a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho”. Sentencia SU 620 de 1996.
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